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RESUMEN
Se realizó un estudio, el cual  permitirá conocer el alcance de las nuevas funciones
jurisdiccionales que se le otorgaron a la Superintendencia de Industria y Comercio con
entrada en vigencia de la ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expidió el nuevo
estatuto del consumidor; dicho estudio fue posible adelantarlo gracias a la colaboración de
las autoridades de la SIIC, utilizando como bases de la investigación datos y estadísticas
manejadas por ellos desde la entrada en vigencia del mencionado estatuto, el pasado mes de
abril del presenta año.
Para asumir las nuevas responsabilidades, la SIIC se ha preparado en lo técnico con
la contratación y capacitación de personal que cumplirá con las funciones de recepción y
trámite de las diferentes reclamaciones recibidas, además de la creación de un
departamento único encargado de direccionar las políticas de control interno para el manejo
de las denuncias, quejas, reclamos o demandas, así como la implementación de estrategias
como la de “INICIATIVA PARA HACER FRENTE A LA ILEGALIDAD EN DEFENSA
DE LOS DERECHOS DEL CONSUMIDOR" que está encaminada a combatir las
manifestaciones de ilegalidad que tienen una incidencia directa con la protección de los
derechos del consumidor, desde la órbita de las funciones de la Superintendencia y otras
que le hacen frente a la problemática entre consumidores y productores.
Hasta el mes de julio de 2012 se habían presentado alrededor de 12.000 solicitudes
escritas y verbales ante la SIIC por parte de los consumidores de varias agremiaciones; de
las cuales se han tramitado hasta ahora cerca de unas 5.000 reclamaciones. Esto es una
clara muestra de la importancia de la atribución de nuevas funciones a la SIIC, y de la
necesidad que había para que se legislara sobre este asunto, puesto que la ley tiene, además,
como propósito proteger, promover y garantizar la efectividad y el libre ejercicio de los
derechos de los consumidores, así como amparar el respeto a su dignidad y a sus intereses
económicos.
1 Abogado, Universidad Incca de Colombia. 2010.  Estudiante Especialización en Derecho Administrativo Universidad Militar Nueva
Granada. 2012, erizonvelasquez@gmail.com.
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ABSTRACT
A study, which allows us to know the scope of the new judicial role that was
granted to the Super Municipality of Industry and Trade with entry into force of Act 1480
of 2011, through which issued the new statute consumer, the study was possible to advance
with the cooperation of the authorities of the SIIC, using as bases for research and statistical
data managed by them since the enactment of that statute, the month of April presents year.
To assume the new responsibilities, the SIIC has been prepared in technical
recruitment and training of personnel will comply with the functions of receiving and
processing the various representations received, and the creation of a single department
responsible for addressing policies internal control for handling complaints, grievances,
claims or demands and the implementation of strategies such as "INITIATIVE TO
ADDRESS THE ILLEGAL IN DEFENSE OF CONSUMER RIGHTS" which aims to
combat manifestations of illegality directly affect the protection of consumer rights from
the orbit of the functions of the Superintendent and others that face the problems between
consumers and producers.
As of July there had been about 12,000 written and verbal requests to the SIIC by
users of various guilds, which so far has handled about 5,000 claims. This is a clear
demonstration of the importance of new tasks to the SIIC, and the need that existed for
legislation on this matter, since the law is also intended to protect, promote and ensure the
effectiveness and the free exercise of the rights of consumers and protect respect for their
dignity and their economic interests.
KEY WORDS: Superintendency of Industry and Trade, quality, warranty, producer,
defective product, consumer, consumer rights, consumer statute, administrative authority
and protection mechanisms.
3INTRODUCCIÓN
Esta investigación pretende realizar
un análisis acerca de las nuevas funciones
jurisdiccionales de la Superintendencia de
Industria y Comercio, con entrada en
vigencia de la nueva normativa de
Protección al Consumidor: la Ley 1480 de
2011; que se define como innovadora en
nuestro ordenamiento jurídico, respecto de
la obligación de ofrecer garantía sobre los
bienes y servicios que se comercialicen en
el país, estableciendo las reglas de
protección para el comercio electrónico,
además de señalar el derecho de retracto
en todas las relaciones de consumo
relacionadas con la venta de bienes o
servicios financiados directamente por el
productor o expendedor, en los que el
consumidor no tenga contacto directo con
el producto, como las ventas a distancia.
Como la función primordial de la
Superintendencia de Industria y Comercio
es la protección al consumidor,
considerada como un conjunto de normas
que regula las relaciones de consumo que
nacen en la cadena de comercialización de
bienes y servicios entre productores,
proveedores y expendedores, el nuevo
estatuto le ha provisto de ciertas facultades
o herramientas para que, a partir de ahora,
la Superintendencia de Industria y
Comercio cumpla funciones específicas,
como es la de disponer de facultades
jurisdiccionales con el propósito de
proteger, promover y garantizar la
efectividad y el libre ejercicio de los
derechos de los consumidores, así como
amparar el respeto a su dignidad e
intereses económicos.
Para desarrollar esta investigación es
pertinente revisar los antecedentes que la
precedían, puesto que como lo dijo en su
momento cuando fué presidente de la
Cámara de Representantes Simón Gaviria
(autor de la norma): “desde 1982 hasta la
fecha ha ocurrido un sinnúmero de
cambios en nuestra historia que han hecho
que esta regulación se vuelva precaria y
requiera, con carácter urgente, una
actualización”. Es válido el planteamiento
puesto que desde la fecha en mención solo
se conocían gran cantidad de fallos
dispersos de las cortes y de las
superintendencias, causando tal confusión
que nadie sabía a ciencia cierta a qué tenía
derecho.
La realización de este artículo, se basó
en el interés de conocer las funciones
jurisdiccionales de la Superintendencia de
Industria y Comercio, comparadas con
otras entidades del mismo nivel, que
implique un aporte a la doctrina para una
mejor discusión y conocimiento de este
tema.
La ley, en buen tiempo, le cierra el
paso a las maniobras que engañan al
consumidor dentro del universo de las
ofertas y las promociones; y es estricta al
consagrar sin ambages las garantías
legales por las que debe responder todo
productor o proveedor, en relación con la
calidad, idoneidad, seguridad, buen estado
4y funcionamiento de los productos
correspondientes, además del
acompañamiento por parte de la
superintendencia de industria y comercio
de todos los conflictos que pueden
aparecer en el camino como consecuencia
de esa relación.
ESTRATEGIA METÓDOLOGICA
a). Diseño
El presente artículo se ha desarrollado
teniendo en cuenta el análisis de la
Constitución, la Ley, la Jurisprudencia y la
Doctrina respecto al procedimiento
establecido para la protección de los
derechos del consumidor.
El método utilizado para esta
investigación es el método Jurídico –
Deductivo, como quiera que de la Ley
1480 de  2011, que es materia de este
artículo, se desarrolla su procedimiento y
las nuevas funciones jurisdiccionales que
se le otorgaron a la Superintendencia de
Industria y Comercio.
b). Muestra
El presente artículo, se desarrolló teniendo
en cuenta la:
1. Constitución Política de Colombia.
2. Ley 1480 de 2011, Ley 270 de
1996, materia de la investigación.
3. Jurisprudencia nacional, al
respecto se ha pronunciado la
Corte Constitucional sobre el tema.
CONTENIDO
1. Las funciones jurisdiccionales de
la Superintendencia de Industria y
Comercio.
2. El procedimiento administrativo
ante la jurisdicción de la
Superintendencia de Industria y
Comercio.
51. LAS FUNCIONES JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA DE
INDUSTRIA Y COMERCIO EN LA LEY 1480 DE 2011
Desde la expedición del nuevo estatuto
del consumidor el pasado mes de octubre
de 2011, se sigue con bastante
escepticismo la función jurisdiccional, que
con entrada en vigencia del nuevo estatuto
del consumidor desde el 12 de abril de
2012, va a desempeñar la
Superintendencia de Industria y Comercio;
puesto que desde los primeros debates que
se realizaron frente a la elaboración de la
ley, se puso en duda si la Superintendencia
de Industria y Comercio estaría preparada
para asumir dicho reto.
En nuestra carta magna de 1886 no se
consagraban prácticas que desarrollaran
específicamente el tema de la protección
de los consumidores. Sin embargo, se
estableció la necesidad a cargo del Estado
para intervenir, por disposición legal, en la
elaboración, fabricación,
comercialización, utilización y consumo
de bienes y servicios.
La existencia de la Superintendencia
de Industria y Comercio, se remonta a
1959, puesto que durante la segunda mitad
del siglo XX, el país registró un
crecimiento industrial y económico
importante, motivo por el cual el gobierno
expidió el Decreto 1653 del 15 de julio de
1960, mediante el cual creó la
Superintendencia de Regulación
Económica, como necesidad para
concentrar el poder fiscalizador en un sólo
organismo, y así regular precios y tarifas,
aprobar con criterio económico y técnico,
las tarifas y reglamentos de servicios
públicos, las tarifas de los espectáculos
públicos, de los cines y de los hoteles.
En 1968 por medio del Decreto 2562
de 1968 desaparece la Superintendencia de
Regulación Económica y le da paso a la
Superintendencia Nacional de Precios,
adscrita al entonces denominado
Ministerio de Fomento que se convertiría
en el Ministerio de Desarrollo Económico.
En 1974 se creó la Superintendencia
Nacional de Producción y Precios por
medio del Decreto 201 de 1974, con
funciones no sólo de control sino también
de fijación de políticas de precios y, sobre
todo, con acceso directo a las fuentes de
información sobre las tendencias del
mercado. Se le confirió autonomía
administrativa al denominar a la
institución como "organismo adjunto" al
Ministerio de Desarrollo Económico, pero
al poco tiempo la entidad volvió a recibir
el carácter de "adscrito".
Por medio del Decreto 149 de 1976
desapareció la Superintendencia Nacional
de Producción y Precios, se
redistribuyeron sus funciones
administrativa a la Superintendencia de
Industria y Comercio, a la que además de
mantenerle las funciones establecidas en el
Decreto 201 de 1974, se adicionaron las
funciones de dirección, control y
coordinación en materia de Propiedad
6Industrial y Servicios Administrativos e
Industriales.
Con motivo de la entrada en vigencia
de nuestra carta magna de 1991, se
realizaron cambios constitucionales e
institucionales, tales como la
simplificación nacional de trámites y la
reestructuración del aparato productivo
estatal, y fue así  como, en desarrollo de
las facultades otorgadas al Gobierno
Nacional en el artículo 20 transitorio de la
Constitución Política de 1991, mediante el
Decreto 2153 del 30 de diciembre de
1992, se reestructuró la Superintendencia
de Industria y Comercio.
La Superintendencia de Industria y
Comercio, en materia de protección al
consumidor, ejercería a prevención las
atribuciones jurisdiccionales previstas en
el artículo 145 de la Ley 446 de 1998,
como lo son:
 Ordenar el cese y la difusión
correctiva de los mensajes publicitarios
que contienen información engañosa;
 Ordenar la efectividad de las
garantías de bienes y servicios
establecidas en las normas de protección al
consumidor, entre otras.
El 29 de junio de 1999 se expidió el
Decreto 1130 el cual le otorgó a la
Superintendencia de Industria y Comercio
la facultad de inspeccionar y vigilar lo
relativo al régimen de libre y leal
competencia en los servicios no
domiciliarios de comunicaciones, para lo
cual se le dio la facultad de aplicar lo
establecido en todas las normas relativas a
promoción de la competencia y prácticas
comerciales restrictivas. Igualmente, se le
confió la protección de los derechos de los
usuarios y suscriptores de los servicios no
domiciliarios de telecomunicaciones2.
La Ley 527 de 1999 en su artículo 29,
facultó a la Superintendencia de Industria
y Comercio para que autorizara a las
entidades de certificación dentro del
marco de comercio electrónico, teniendo
en cuenta los requisitos exigidos por dicha
Ley.
Teniendo en cuenta lo anterior y
siendo la Superintendencia de Industria y
Comercio un órgano del sector central,
creado por la ley para realizar actividades
o ejercer funciones propias del sector
central, puesto que cuenta con cierto grado
de autonomía y actúa en nombre propio3;
así pues, el legislador vio que la
Superintendencia de Industria y Comercio
está estructurada para ejercer funciones de
carácter jurisdiccional.
La Corte Constitucional estableció
que las decisiones de las
Superintendencias, dictadas en virtud de
las atribuciones jurisdiccionales
establecidas en la Ley 446 de 1998, entre
las cuales se encuentran las de sancionar
las conductas constitutivas de competencia
desleal y la de adoptar medidas de
protección al consumidor, entre otras,
2 Ver página web. Superintendencia de Industria y Comercio,
consultado octubre 3 de 2012, 10.00 am.
http://www.sic.gov.co/es/web/guest/historia
3 Brito Ruiz Fernando, (2010), Estructura del Estado
colombiano y de la administración pública nacional, editorial
Ibáñez pág. 410.
7mediante las cuales se declaren
incompetentes o adopten un fallo
definitivo, son apelables ante la respectiva
autoridad judicial4.
Como resultado, la existencia de los
derechos de los consumidores se originó
prácticamente de los deberes sociales del
Estado. Estos derechos y deberes los
contempla el nuevo estatuto, sin embargo,
en el presente análisis, se desarrollan los
más relevantes, con relación a la materia
del presente artículo:
DERECHOS:
 “Derecho a recibir productos de
calidad”:
Hace relación a recibir el producto de
conformidad con las condiciones que
establece la garantía legal.
 “Derecho a recibir información”:
Obtener información completa, veraz,
transparente, oportuna, verificable,
comprensible, precisa e idónea respecto de
los productos que se ofrezcan o se pongan
en circulación, así como sobre los riesgos
que puedan derivarse de su consumo o
utilización, los mecanismos de protección
de sus derechos y las formas de
ejercerlos.
4 Sentencia C 415 28 de mayo de 2002, Corte Constitucional.
 “Derecho a recibir protección
contra la publicidad engañosa”:
Este es un aspecto muy especial dentro
de la ley, puesto que la misma
Superintendencia de Industria y
Comercio, está llevando a cabo una
campaña muy exhaustiva para acabar con
esta problemática, ejemplo de ello, son las
multas impuestas a diferentes empresas
prestadoras de servicios de telefonía
móvil5.
 “Derecho a la reclamación”:
Reclamar directamente ante el
productor, proveedor o prestador y obtener
reparación integral, oportuna y adecuada
de todos los daños sufridos, así como tener
acceso a las autoridades judiciales o
administrativas6.
Lo anterior, hace referencia a que la
misma ley le brinda las herramientas al
consumidor para reclamar en caso de mala
calidad, y la no seguridad de los
productos, en estas dos materias el
proveedor o productor será responsable
por la garantía ante los consumidores e
igualmente responsable
administrativamente frente a las
autoridades de supervisión y control como
lo es la Superintendencia de Industria y
Comercio.
5 Sentencia T-145, febrero 19 de 2004, Corte Constitucional.
6 Sentencia C-1141, agosto 30 de 2000, Corte Constitucional.
8 “Derecho a la participación”:
Organizarse y asociarse para proteger
sus derechos e intereses, elegir a sus
representantes, participar y ser oídos por
quienes cumplan funciones públicas en el
estudio de las decisiones legales y
administrativas que les conciernen, así
como a obtener respuesta a sus peticiones.
DEBERES:
 Informarse respecto de la calidad
de los productos, así como de las
instrucciones que suministre el productor
o proveedor en relación con su adecuado
uso o consumo, conservación e
instalación.
 Obrar de buena fe frente a los
productores y proveedores y frente a las
autoridades públicas.
La constitución 1991, de una manera
precisa y expresa, hace referencia sobre
estas disposiciones inclinadas a proteger
los derechos de los consumidores. Tanto
así que, contempla un artículo específico
para la protección al consumidor.
Para incluir dicha disposición en la
Constitución, se consideró el estado de
sumisión de los consumidores ante los
productores y proveedores. El artículo
mencionado, surge de la importancia del
legislador de establecer un marco
referencial para la protección de los
consumidores, siendo estos un elemento
importante dentro del estado social de
derecho.
Lo anterior dándole importancia a
nuestro Estado Social de derecho, tal
como lo menciona el ex consejero de
Estado Diego Younes Moreno, a saber: “el
presupuesto político del estado social de
derecho es la separación de poderes y el
presupuesto jurídico es el principio de
legalidad. El respeto a la dignidad humana
es el epicentro del estado social de
derecho”7. Esto confirma, las intenciones
del legislador primario, al tener en cuenta
al consumidor dentro de nuestra carta
magna.
Particularmente, se fundamenta en el
respeto de la dignidad humana, en la
prevalencia del interés general, en la
función social que debe cumplir la
propiedad y en la obligación de las
autoridades de la República de proteger a
todas las personas en su vida, honra y
bienes.
Como antecedente histórico, en el
Decreto 3466 de 1982, se expusieron las
insuficiencias de los consumidores de la
época, siendo éste uno de las primeras
referencias legislativas en nuestro país.
A raíz del crecimiento internacional,
la globalización, la competitividad
internacional y muchos más factores
económicos mundiales, se hizo necesario
legislar nuevamente sobre el tema de la
protección al consumidor.
Desde la exposición de motivos, se
consagraron en esta nueva ley: “principios
básicos en cabeza de los consumidores que
7 Younes Moreno Diego, (2007) libro Curso de derecho
administrativo, 8ª edición. Pág. 128.
9pueden reclamar ante los productores o
proveedores o ante las autoridades
públicas que tengan competencia en la
materia como es la Superintendencia de
Industria y Comercio”.
Dentro de los principios recogidos por
esta ley se encuentran los de información
y publicidad, a saber:
 “Información: siendo el primero un
elemento vital que le permitirá a los
consumidores ejercer y hacer efectivos sus
derechos; de la información,
particularmente de la suficiencia y
claridad con la que se proporcione,
dependerá la satisfacción de los intereses y
necesidades de los consumidores. Siendo
este un factor de suma relevancia para los
consumidores, se previó la obligación a
cargo del productor de brindar
información clara, veraz y suficiente sobre
los productos que ofrecen. Se establece
responsabilidad en cabeza de productores
y proveedores por los daños que ocasionen
como consecuencia de la inadecuada o
insuficiente información que proporcionen
al consumidor y
 la publicidad, puesto que se
prohíbe la publicidad engañosa, de
acuerdo a las definiciones que se
establecen en esta iniciativa legislativa”8.
El estatuto le otorga a la
Superintendencia de Industria y Comercio
instrumentos que faciliten el amparo de
8 Ver artículo “proyecto de ley que reforma al Estatuto de Protección al consumidor (Colombia),
consultado agosto 17 de 2012 4. 00 pm. (http://lalibrecompetencia.com/2008/09/02/proyecto-de-ley-
que-reforma-el-estatuto-de-proteccion-al-consumidor-colombia/).
medidas a favor de los consumidores, es
así como se acogió lo contemplado en la
Ley 446 de 1998, en su capítulo 2 sobre
protección al consumidor artículo 145, a
saber:
“a) Ordenar el cese y la difusión
correctiva, a costa del anunciante, en
condiciones idénticas, cuando un mensaje
publicitario contenga información
engañosa o que no se adecue a las
exigencias previstas en las normas de
protección del consumidor;
b) Ordenar la efectividad de las
garantías de bienes y servicios
establecidas en las normas de protección
del consumidor, o las contractuales si
ellas resultan más amplias;
c) Emitir las órdenes necesarias para
que se suspenda en forma inmediata y de
manera preventiva la producción, la
comercialización de bienes y/o el servicio
por un término de treinta (30) días,
prorrogables hasta por un término igual,
mientras se surte la investigación
correspondiente, cuando se tengan
indicios graves de que el producto y/o
servicio atenta contra la vida o la
seguridad de los consumidores;
d) Asumir, cuando las necesidades
públicas así lo aconsejen, las
investigaciones a los proveedores u
organizaciones de consumidores por
violación de cualquiera de las
disposiciones legales sobre protección del
consumidor e imponer las sanciones que
corresponda.
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Tal como se mencionaba en la
exposición de motivos del proyecto de ley,
la responsabilidad es solidaria entre los
productores, importadores, distribuidores
y proveedores.
Tal como lo mencionó en su momento
el representante a la Cámara Simón
Gaviria, autor del proyecto de ley:
“Resulta indispensable que la
responsabilidad sea solidaria a fin de
proteger efectivamente al consumidor; de
lo contrario, se le estaría imponiendo la
carga al consumidor de establecer quien,
dentro de la cadena económica, le
ocasionó el daño. Lo anterior sin perjuicio
de la posibilidad de repetir contra el
efectivamente responsable”.
Para finalizar este capítulo, haré
mención de las disposiciones que se
indican en el nuevo Código general del
Proceso, puesto que en el libro primero se
refiere a los sujetos procesales, en su
artículo 24 y define:
“Ejercicio de funciones
jurisdiccionales por autoridades
administrativas:
Las autoridades administrativas a que
se refiere este artículo ejercerán funciones
jurisdiccionales conforme a las siguientes
reglas:
1. La Superintendencia de
Industria y Comercio en los procesos que
versen sobre:
a) Violación a los derechos de
los consumidores establecidos en el
Estatuto del Consumidor.
b) Violación a las normas
relativas a la competencia desleal”.
2. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE LA JURISDICCIÓN DE
LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO
La jurisdicción administrativa está
instituida para juzgar las controversias y
litigios originados en la actividad de
entidades públicas incluidas las sociedades
de economía mixta o personas privadas
que desempeñan funciones propios de los
distintos órganos del estado; ésta se ejerce
en un principio por el Consejo de Estado,
los Tribunales Administrativos y los
Jueces Administrativos según lo dispone
el artículo 1º de la ley 1107 de 20069, sin
9 Betancur Jaramillo Carlos, (2009), Derecho Procesal
Administrativo, 7ª edición. Pág. 78.
embargo el nuevo estatuto del consumidor
le brinda estas potestades a la
Superintendencia de Industria y Comercio.
Como se estudió en el capitulo
anterior, la ley le ha otorgado facultades
excepcionales a la Superintendencia de
Industria y Comercio; en el presente
capítulo mencionare a cada una de ellas;
en principio, la constitución política
colombiana consagra en su artículo 116:
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“… Excepcionalmente la ley podrá
atribuir función jurisdiccional en materias
precisas a determinadas autoridades
administrativas. Sin embargo no les será
permitido adelantar la instrucción de
sumarios ni juzgar delitos;…Los
particulares pueden ser investidos
transitoriamente de la función de
administrar justicia en la condición de
jurados en las causas criminales,
conciliadores o en la de árbitros
habilitados por las partes para proferir
fallos en derecho o en equidad, en los
términos que determine la ley”.
Igualmente, en el título II capítulo III,
relacionado con los derechos colectivos y
del ambiente en su artículo 78 ibídem,
hace mención “a la regulación sobre el
control de calidad de bienes y servicios
ofrecidos y prestados a la comunidad, así
como la información que debe
suministrarse al público en su
comercialización”.
Además de la responsabilidad, de
acuerdo con la ley, de “quienes en la
producción y en la comercialización de
bienes y servicios, atenten contra la salud,
la seguridad y el adecuado
aprovisionamiento a consumidores y
usuarios”.
El Decreto 1687 de 2010, en su
primer artículo, define las funciones que
ejercerá la Superintendencia de Industria y
Comercio, en relación con su calidad
como entidad encargada de la protección
al consumidor.
Así mismo, el Decreto 4886 de 2011
en su artículo 11 puntualiza las funciones
del despacho del Superintendente
Delegado para la protección del
consumidor, dentro de las cuales se debe
tener en cuenta para el trabajo materia de
investigación una fundamental, como lo
es”: la de decidir los recursos de
reposición y las solicitudes de revocatoria
directa que se interpongan contra los
actos que expida, así como los de
apelación que se interpongan contra los
actos expedidos por las Direcciones a su
cargo”.
De igual manera, el artículo 12 del
mencionado decreto, hace referencia a las
funciones de la dirección de investigación
de protección al consumidor, dentro de las
que se destacan: “la de decidir y tramitar
las investigaciones administrativas que se
inicien de oficio o a solicitud de parte por
presunta violación a las disposiciones
vigentes sobre protección al consumidor
cuya competencia no haya sido asignada a
otra autoridad, e imponer de acuerdo con
el procedimiento aplicable las medidas y
sanciones que correspondan de acuerdo
con la ley, así como por inobservancia de
órdenes e instrucciones impartidas por la
Superintendencia, otra muy importante es
la de ejercer la supervisión de las
instrucciones impartidas por la
Superintendencia de Industria y Comercio
en materia de protección al consumidor”.
Por último y no menos importante de
las mencionadas hasta ahora, es la de
ejercer el control y vigilancia de las
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actividades desarrolladas por las ligas y
asociaciones de consumidores.
Sobre las funciones jurisdiccionales
de la Superintendencia de Industria y
Comercio y teniendo en cuenta la anterior
normatividad y otras, como la Ley 640 de
2001 y el Decreto 19 de 2012, que refiere
a las funciones jurisdiccionales de la
Superintendencia, indicaré el
procedimiento establecido por la ley 1480
de 2011, que es materia de este artículo.
Esta nueva ley estatutaria, le ha
establecido un procedimiento especial a la
Superintendencia de Industria y Comercio
otorgándole las acciones jurisdiccionales
de protección al consumidor como son:
1. Las populares y de grupo
reguladas en la Ley 472 de 1998;
2. Las de responsabilidad por daños
por producto defectuoso y,
3. La acción de protección al
consumidor.
Las dos primeras se adelantarán ante
la jurisdicción ordinaria, puesto que los
procesos que versen sobre violación a los
derechos de los consumidores establecidos
en normas generales o especiales en todos
los sectores de la economía se tramitarán
por el procedimiento verbal sumario
contemplado en el código contencioso
administrativo.
2.1. COMPETENCIA
Respecto a la competencia, la
Superintendencia de Industria y Comercio
tiene competencia en todo el territorio
nacional y reemplaza al juez de primera o
única instancia, por razón de la cuantía y
el territorio.
Sin embargo, el juez del lugar donde
se haya comercializado o adquirido el
producto, o realizado la relación de
consumo será también competente.
Es importante mencionar, que en el
momento cuando la Superintendencia de
Industria y Comercio deba conocer de un
asunto en un lugar donde no tenga oficina,
podrá delegar a un funcionario de la
entidad, utilizar medios técnicos para la
realización de las diligencias y audiencias
o comisionar a un juez.
2.1.1. Facultades de los alcaldes,
Como dato innovador, dentro del
estatuto, a los alcaldes del país también se
le atribuyen funciones jurisdiccionales en
materia de protección a los derechos del
consumidor.
Los alcaldes de todo el país tendrán la
competencia para conocer de las acciones
especiales del consumidor, esto quiere
decir que en todo el territorio nacional
habría una autoridad pública que garantice
la defensa de los derechos de los
consumidores.
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Los alcaldes, además de las funciones
descritas, también podrán: imponer multas
hasta de cien (100) salarios mínimos
mensuales legales vigentes, a favor del
Tesoro Nacional, si la multa es multa
superior a cien (100) salarios mínimos
mensuales legales vigentes, remitirá lo
actuado a la Superintendencia de Industria
y Comercio para que decida.
Para garantizar el principio
constitucional de la doble instancia, la
Superintendencia de Industria y Comercio,
entrará a revisar en segunda instancia, las
decisiones emitidas por los alcaldes del
país.
2.1.2. Conciliación.
Como requisito para acceder al
trámite administrativo dispuesto por el
estatuto del consumidor, se impone la
carga adicional a quien se ve afectado en
sus derechos de protección al consumidor,
la de convocar a la contraparte a una
audiencia obligatoria de conciliación en un
centro autorizado, como lo son: las
cámaras de comercio, las notarías, centros
de conciliación de las universidades y
demás que estipula la ley.
Esta disposición, la contempla la Ley
1480 de 2011, en el artículo 58, numeral 5,
literal g, que indica:
“…g) Se dará por cumplido el
requisito de procedibilidad de
reclamación directa en todos los casos en
que se presente un acta de audiencia de
conciliación emitida por cualquier centro
de conciliación legalmente establecido”.
2.2 DEMANDA
Para la presentación de las demandas
es necesario que el juez, la parte
demandante y el Ministerio Público, hagan
un verdadero análisis, puesto que por
medio de este presupuesto procesal se
pueden determinar factores importantes
como lo son: la competencia para desatar
la litis y determinar la procedencia de la
acción10.
2.2.1 La designación de las partes y de
sus representantes.
En la demanda se identificará
plenamente al productor o proveedor, en
caso de que el consumidor no cuente con
dicha información, deberá indicar el sitio
donde se adquirió el producto o se
suministró el servicio, o el medio por el
cual se adquirió y cualquier otra
información adicional que permita a la
Superintendencia de Industria y Comercio
individualizar y vincular al proceso al
productor o proveedor, tales como
direcciones, teléfonos, correos
electrónicos, entre otros.
2.2.2. Lo que se pretenda, expresado
con precisión y claridad:
Está constituido por el petitum,
pretensiones o declaraciones y condenas,
la nulidad del acto, el restablecimiento del
derecho, condenas, la responsabilidad
10 Palacio Hincapié Juan Ángel, (2005), Derecho Procesal
Administrativo, Librería Jurídica Sánchez, quinta edición, pág.
150.
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administrativa o la condena al pago de
perjuicios morales y materiales11.
Las demandas que se radiquen ante la
Superintendencia de Industria y comercio
para efectividad de garantía, se deberán
presentar dentro del año siguiente a la
expiración de la garantía; y sus
controversias netamente contractuales, a
más tardar dentro del año siguiente a la
terminación del contrato.
2.2.3. Los hechos y omisiones que
sirvan de fundamento a las pretensiones.
Además de los requerimientos de ley,
a la demanda que se interponga, se le
deberá anexar la reclamación hecha por el
demandante al productor y/o proveedor,
reclamación que podrá ser presentada por
escrito, telefónica o verbalmente, cuando
la pretensión principal sea que se cumpla
con la garantía, se repare el bien o
servicio, se cambie por uno nuevo de
similares características, se devuelva el
dinero pagado o en los casos de prestación
de servicios que suponen la entrega de un
bien, cuando el bien sufra deterioro o
pérdida, la reposición del mismo por uno
de similares características o su
equivalente en dinero, se deberá identificar
el producto, la fecha de adquisición o
prestación del servicio y las pruebas del
defecto.
11 Solano Sierra, Jorge Enrique, (2002), Práctica
Administrativa, Ediciones Doctrina y Ley, séptima edición, Pág.
312.
Cuando la reclamación sea por
protección contractual o por información o
publicidad engañosa, deberá anexarse la
prueba documental e indicarse las razones
de inconformidad.
2.2.4. El lugar y dirección donde las
partes y el apoderado de quien demanda
recibirán las notificaciones personales.
Se mencionará expresamente en la
demanda, las respectivas direcciones del
demandante y/o apoderado, en caso de que
actué por medio de esté; y a partir de la
vigencia de la Ley 1437 de 2011 se podrá
indicar la dirección electrónica.
La Superintendencia de Industria y
Comercio adelantará las gestiones
pertinentes para individualizar y vincular
al proveedor o productor.
Si transcurridos dos meses desde la
interposición de la demanda, y habiéndose
realizado las gestiones pertinentes, no es
posible su individualización y vinculación,
se archivará el proceso, sin perjuicio de
que el demandante pueda presentar, antes
de que opere la prescripción de la acción,
una nueva demanda con los requisitos
establecidos en la presente ley y además
deberá contener información nueva sobre
la identidad del productor y/o expendedor.
2.3 CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.
El productor o el proveedor tendrá
para dar respuesta un término  de quince
(15) días hábiles siguientes a la recepción
de la reclamación, ésta deberá contener
todas las pruebas en que se basa.
15
Si dentro del término señalado, el
productor o proveedor no da respuesta, se
tendrá como indicio grave en su contra.
La negativa comprobada del
productor o proveedor a recibir una
reclamación dará lugar a la imposición de
las sanciones previstas en el estatuto y será
apreciada como indicio grave en su contra.
Es preciso resaltar, que en esta clase
de procesos no se requerirá actuar por
intermedio de abogado, puesto que para la
defensa de los intereses de los
consumidores, se han creado entidades
como las ligas y asociaciones de
consumidores que velan por la protección
de éstos.
2.4 . PRUEBAS
Pieza fundamental en el
procedimiento, sin las pruebas ninguna de
las partes, llámense consumidor,
proveedor o productor podrá impugnar,
oponerse, o controvertir cualquier decisión
dentro del proceso.
El derecho probatorio es una rama
especial del derecho, encargada de la
verificación de los juicios sobre los hechos
jurídicos, con una utilidad a la vez social y
judicial, y con el fin de generar certeza o
seguridad en las relaciones jurídicas12.
12 Ver artículo: Cuello Iriarte Gustavo y Cuello Hermid
Adriana, Fundamentos Constitucionales del Derecho
Probatorio, consultado octubre 15 de 2012, 1.00 pm.
(http://www.javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/documents/15c
uellocorregida503-552.pdf).
Además de los lineamientos
establecidos en el Código de
Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, dentro del
proceso ante la Superintendencia de
Industria y Comercio las partes también
podrán: “practicar pruebas periciales
anticipadas ante los peritos debidamente
inscritos en el listado que para estos
efectos organizará y reglamentará la
Superintendencia de Industria y
Comercio”.
La Superintendencia de Industria y
Comercio, amparada en el artículo 59 del
estatuto podrá: “Interrogar bajo juramento
y con observancia de las formalidades
previstas en el Código de Procedimiento
Civil, a cualquier persona cuyo testimonio
se requiera para el esclarecimiento de los
hechos relacionados con la investigación
correspondiente”.
Además la Superintendencia de
Industria y Comercio podrá practicar
visitas de inspección, con el fin de
verificar hechos o circunstancias
relacionadas con el cumplimiento de las
disposiciones de ley.
El dictamen, junto con la constancia de
pago de los gastos y honorarios, se
aportará en la demanda o en la
contestación. En estos casos, la
Superintendencia de Industria y Comercio
debe valorar el dictamen de acuerdo con
las normas de la sana crítica, en conjunto
con las demás pruebas que obren en el
proceso y solo en caso de que carezca de
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firmeza y precisión podrá decretar uno
nuevo.
2.5. NOTIFICACIONES
Para la aplicación de las
notificaciones, en cuanto a las decisiones
adoptadas por cualquier entidad
administrativa y en este caso por la
Superintendencia de Industria y Comercio,
hay que guiarnos con lo dispuesto por el
nuevo Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo la Ley 1437 de 2011, que
en su artículo 196 señala: las providencias
se notificarán a las partes y a sus
interesados con las formalidades
prescritas en este Código y en lo no
previsto, de conformidad con lo dispuesto
en el Código de Procedimiento Civil.
Según Michael Stassinopoulus13, las
notificaciones son “actos u operaciones
necesarias para la realización legal del
acto”. No son consideradas por la
jurisprudencia y la doctrina formas
sustanciales que, por su inobservancia,
puedan ocasionar la nulidad del acto, pero
que ciertamente si tienen consecuencias
porque afectan su eficacia.
Por principio, las decisiones de
alcance individual que pongan término a
una actuación administrativa  deben
notificarse personalmente al interesado, o
a su representante o apoderado, con la
indicación de los recursos que legalmente
13 Stassinopoulus Michael, Citado por Solano Sierra, Jorge
Enrique, (2002), Práctica Administrativa, Ediciones Doctrina y
Ley, séptima edición. Pág. 97.
proceden, las autoridades ante quien se
deben interponer y el plazo o término para
su respectiva impugnación.
Frente a qué decisiones se deben
notificar personalmente, la ley menciona
las siguientes:
1. Al demandado, el auto que admita
la demanda.
2. A los terceros, la primera
providencia que se dicte respecto de ellos.
3. Al Ministerio Público el auto
admisorio de la demanda, salvo que
intervenga como demandante. Igualmente,
se le notificará el auto admisorio del
recurso en segunda instancia o del
recurso extraordinario en cuanto no actúe
como demandante o demandado.
4. Las demás para las cuales este
Código ordene expresamente la
notificación personal.
Las comunicaciones y notificaciones
que deba hacer la Superintendencia de
Industria y Comercio podrán realizarse por
un medio eficaz que deje constancia del
acto de notificación, ya sea de manera
verbal, telefónica o por escrito, dirigidas al
lugar que:
 Se expendió el producto o se
celebró el contrato,
 aparezca en las etiquetas del
producto o en las páginas web del
expendedor y el productor,
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 obre en los certificados de
existencia y representación legal,
 se encuentren las direcciones
electrónicas reportadas a la
Superintendencia de Industria y Comercio,
 aparezca en el registro mercantil o
a las anunciadas en la publicidad del
productor o proveedor.
2.6. DECISIÓN
Al adoptar la decisión definitiva, la
Superintendencia de Industria y Comercio
resolverá sobre las pretensiones de la
forma que considere más justa para las
partes según lo probado en el proceso, con
plenas facultades para fallar infra, extra y
ultrapetita, y emitirá las órdenes a que
haya lugar con indicación de la forma y
términos en que se deberán cumplir.
Si la decisión final es favorable al
consumidor, la Superintendencia de
Industria y Comercio y los jueces podrán
imponer al productor o proveedor que no
haya cumplido con sus obligaciones
contractuales o legales, además de la
condena que corresponda, una multa de
hasta ciento cincuenta (150) salarios
mínimos legajes mensuales vigentes a
favor de la Superintendencia de Industria y
Comercio, que se fijará teniendo en cuenta
circunstancias de agravación debidamente
probadas, tales como la gravedad del
hecho, la reiteración en el incumplimiento
de garantías o del contrato, la renuencia a
cumplir con sus obligaciones legales,
inclusive la de expedir la factura y las
demás circunstancias.
En caso de que el proceso termine por
conciliación, transacción, desistimiento o
cuando el demandado se allana a los
hechos en la contestación de la demanda
no procederá esta multa. La misma multa
podrá imponerse al consumidor que actúe
en forma temeraria.
Si se trata de incumplimiento de la
orden impartida en la sentencia o de una
conciliación o transacción realizadas en
legal forma, la Superintendencia Industria
y Comercio podrá realizar alguna de las
siguientes condenas:
 Sancionar con una multa sucesiva a
favor de la Superintendencia de Industria y
Comercio, equivalente a la séptima parte
de un salario mínimo legal mensual
vigente por cada día de retardo en el
incumplimiento.
 Decretar el cierre temporal del
establecimiento comercial, si persiste el
incumplimiento y mientras se acredite el
cumplimiento de la orden. Cuando lo
considere necesario la Superintendencia de
Industria y Comercio podrá solicitar la
colaboración de la fuerza pública para
hacer efectiva la medida adoptada.
Además, dentro de la decisión de la
Superintendencia de Industria y Comercio
podrá:
 Emitir las órdenes necesarias para
que se suspenda en forma inmediata y de
manera preventiva la producción, o la
comercialización de productos hasta por
un término de sesenta (60) días,
prorrogables hasta por un término igual,
mientras se surte la investigación
correspondiente, cuando se tengan indicios
graves de que el producto atenta contra la
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vida o la seguridad de los consumidores, o
de que no cumple el reglamento técnico.
 Decretar las medidas necesarias
para evitar que se cause daño o perjuicio a
los consumidores por la violación de
normas sobre protección al consumidor.
 Establecer la devolución de los
intereses cobrados en exceso de los límites
legales y la sanción establecida en el
artículo 72 de la Ley 45 de 1990, en los
contratos de adquisición de bienes y de
prestación de servicios mediante sistemas
de financiación o en los contratos de
crédito realizados con personas naturales o
jurídicas cuyo control y vigilancia en la
actividad crediticia no haya sido asignada
a alguna autoridad administrativa en
particular.
 Ordenar al proveedor reintegrar las
sumas pagadas en exceso y el pago de
intereses moratorios sobre dichas sumas a
la tasa vigente a partir de la fecha de
ejecutoria del correspondiente acto
administrativo, en los casos en que se
compruebe que el consumidor pagó un
precio superior al anunciado.
2.7.RECURSOS
Los autos que se dicten dentro del
proceso no tendrán recurso alguno, a
excepción del rechazo de la demanda que
tendrá recurso de reposición y apelación, y
del auto que rechace pruebas, que tendrá
recurso de reposición.
La sentencia que ponga fin al proceso
tendrá recurso de apelación según las
reglas del Código del Procedimiento Civil.
CONCLUSIONES
1. La obligación y la necesidad del
Estado en buscar alternativas de
descongestión judicial, otorgándoles
funciones jurisdiccionales a distintas
entidades del sector central.
2. La responsabilidad que tiene la
Superintendencia de Industria y
Comercio de administrar justicia, con
entrada en vigencia de la ley 1480 de
2011.
3. La necesidad de conocer y hacer
efectivos los derechos y deberes, que
como consumidor hemos adquirido.
4. Que el gobierno y la Superintendencia
de Industria y Comercio, deberían
hacer mayor difusión del estatuto,
puesto que es de gran importancia
para la protección de los derechos de
los consumidores.
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